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Bl En respuesta al mencionado escrito, la Audiencia Provincial
dictó nuevo Auto, el 25 de marzo de 1987, en el que, basándose
únicamente en el dictamen del Ministerin Fiscal y llUI observar lo
dispuesto en el art. 8.1 del CódiJo Penal, ya que existfan informes
suficientes acreditativos de la remIsión de la enfermedad, insiste en la
procedencia del ingreso en el Centro Penitenciario Psiquiátrico Provin­
cial de Madrid.

h) Interpuesto recurso de súPÜC& contra esta última resolución, fue
desestimado por Auto de 18 de abril de 1987.

3. La representación de la demandante de amparo al9" lesión de
los derechos reconocidos en los arts. 17, 24 ~ 25 de la Constitución,
producida, en sintesis, por la flúta de notifiCllClón de las resoluciones y
la imposibilidad de lU:IIdir a un Tribunal suP"rior, as! como P'?' no
haber admitido el órpno judicial la pmposiaón de prueba pencial ni
haber tenido en cuenta la remisión de la enfermedad, Justificada por los
correspondientes informes m6dicos. para revisar la situación de interna­
miento de su representada, conforme a la Ley Ol'lánica 8{1983 de 23
de junio, y, por analDlfa. al apartado 1.0 del arto 9, sometiéndola as! a
una condena indefinidá que supone la negción del derecho a la libertad
reconocido en e! art. 17 de la Constitución y que i¡nora la finalidad de
las medidas de seauridad, orientadas siempre, comn indica el ano 25.2
de aquéUa, a la reeducaaón y reiDJerción social

En comecuencia, termina suplicando se tensa por promovido el
rocurso de amparo ~ se suspenda la orden de traslado al Hospital
Psiquiátrico PenitenCIario de Madrid; Yque asimismo se dispongan las
medidas oportunas para la designación de Procurador de oficio.

4. Efectuado el solicitado nombramiento de Procurador por el
turno de oficio, la Sección Tercera (5aIa 5epmda) de este TribuDa1. por
providencia de 20 de mayo de 1987, acuerda admitir a tmnite la
demanda de amparo, requiriendo con c:arlicter de ur¡encia, al Juzaado
de Instrucción núm. 1 de Ssnta a:;;;; de Tenerlfe para que en el plazo
de diez dlas, conforme a lo dispuesto en el art. 51 de la Ley Orglinica
del Tribunal Constitucional (WTCl, rélilitii W$timonio de la causa
núm. 39/1976 y rollo de la SsIa correspondiente en e! que se dietó
Sentencia el 19 de noviembre de 1977, Y efectúe el oportuno emplaza·
miento de quienes hubieran sido parte en dicho· procedimiento, a
exoepción de la recurrente. para que, en e! indicado plazo de diez dlas,
puedan \'"'SOnarse en e! prooeso constitucional. .

Al nusmo tiempo dispone la formación de la correspondiente pieza
separada para la sustanciación del incidente de suspensión, solicitada en
e! escrito de demanda.

5. Recibido e! testimonio interesado, la SsIa, por resolución de 27
de mayo de 1987,lU:IIerda la su~ón de la ejecución del Auto de 14
de febrero de 1986 de la Audienaa Provincial de Ssnta Cruz de Tenerlfe,
dietado én la causa núm. 39/1976, teniendo en cuenta que e! traslado de
la recurrente al Sanatorio Psiquiátrico Penitenciario de Madrid, que en
él se disponfa, pocIria haner perder al rocurso de amparo su finaUdad: Y
por nueva providencia, de 24 de junio pasado, da vista de las
actuaciones a la recurrente Yal Minfaterio Fiscal para 'lue en e! plazo de
veinte dIas fonnu1en las alepciones que estimen pert1Jlentes.

6. En escrito~ el 22 de julio de 1987, el Fiscal ante el
Tribunal Constitucional, después de efectuar un resumen de los antece­
dentes, formula, en slntesis, las si¡uientes alegaciones en relación con la
presunta Vulneración del derecho a la libertad reautado en el ano 17 de
la CoDStitución. En primer lusar, pone de manifiesto que e! Ministerlo
FISCal en la causa pena1 se ha opuesto siempre a que la recurrente
abandonase el Hospital Psiquiátrico Provineia1 de Ssnta Cruz de
Tenerife, interesando ineluso su traslado al de Carabaochel, pese a que
aquel oentro médico ha venido dictaminando reiteradamente la cesación
de la enfermedad que motivó el internamiento y la necesidad terapéutica
de que la afectada abandone e! Hospital y slp tratamiento ambulatorio
desde el domiciUo paterno. Y sostiene que la Sala, al haner suyo el
criterio del Ministerio FISCal sin aducir fundamentación a1guna, ha
prolongado indefinidamente la situación de internamiento de la recu­
rrente y la ha transformado en una cuasi detención üesa! que dura casi
diez ados, concuk:ando asi e! espiritu de lo establecido en la Disposición
transitoria de la Ley QrPnica 8/1983, de 2' de junio, y no aplicando
analógicamente lo dispuesto en e! art. 9.1 del Códiao Penal, en virtud
del cual e! internamiento que se derive de la enajenación mental o
trastorno mental transitorio no JK)Clrá exceder nunca del tiempo corres­
pondiente a la pena privativa de libertad.

Considera el Ministerio Fiscal que la ratio del internamiento previsto
en el art. 8.1 del Códi.o Penal se apoya en dos datos: la peligrosidad
soeia1 que en expectativa razonable se desprende de la enfermedad
mental del internAdo, que ya le ha llevado a delinquir, y la expectativa
de curación por cuanto, ~ucidaésta o "'mitida su norDts1 incidencia,
la carencia de pe1igroSldad debe llevar aparejada la cesación de la
medida cautelar- def internamiento. Y añade que lo consideraciones
anteriores deben ponerse en relación con la finalidad de reinserción
soeia1 que, tal como prevé el art. 25.2 de la Constitución, debe presidir
los criterios de aplicación de penas y de medidas de seguridad.

A juicio del Fiscal ante este Tribunal, es cierto que el Tribunal que
acordó el internamiento no queda vinculado a los infonues médicos y
pruebas practicadas, pero, en la medida en que dicho internamiento
supone una privación de libertad, la resolución judicial que decide la
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SaI4 Squndll. R«urso de amparo número 619/1987.
Sentencia número 112/1988, de 8 de junio de 1988.

La 5aIa 5epmda del TribuDa1 Constitucional, compu..ta por doña
OIoria Ilquf' Cantón, Presidenta, don An¡el Latorre Segura, don
Fernando Gan:la-Mon y Gonúlez-Regueral, don Carlos de la Vega
Benaya, don Jesús Lq¡uina Villa Y don Luis López Guerra, Magistra­
doo, ha pronunciado
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SENTENCIA

en e! rocurso de amparo núm. 61911987, interpuesto por doña Carmen
Senlpia Sénc:hez Chinea, representada por la Procuradora de los Tribu·
naIes doila Teresa de las Alas Pumarido Larrailap, asistida por la
Letrada doña Celia del Pino Lorenzo, contra Autns de la Audiencia
PIovineiaI de Ssnta Cruz de Tenerife de 14 de febrero de 1986, 25 de
marzo de 1987y 18 de abril de 1987, dietados en la Causa núm. 39/1986
del Juzpdo de Instrucción núm. 1 de Ssnta Cruz de Tenerife, por los
que se acordaba e! traslado de la recurrente del Hospital Psiquiátrico
Pnmncial de dicba ciudad, 'en la que estaba internada, al Centro
Penitenciario Psiquiátrico Pnmncial de Madrid. Ha com 'do el
Ministerio Fiscal y ha sido ponente la Magistrada doña GC'"Begué
Cantón, quien expresa el psm:er de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Con fecha 11 de mayo de 1987, doña Carmen Senlpia Sénchez
Chinea presenta escrito finiIadn por Letrado, en el que, a la vez que
snlicita la desi¡naclón de Procurador por el tumo de oficio, promueve
rocurso de am~ contra Autos de la Audiencia Proviocial de Ssnta
'Cruz de Tenenfe de 14 de febrero de 1986, 25 de mano de 1987 Y 18
de abril de 1987, dietados en la causa núm. 39/1976 de Juzgado de
Ins1rucción núm. 1 de Ssnta Cruz de Tenerlfe, por los que se acnrdaba
e! traslado de la recurrente del Hospital Psiquiátrico Provincial de dicha
ciudad, en el que estaba internada, al Centro Penitenciario Psiquiátrico
Provineial de Carabancbel (Madrid), e impUcitamente se rechazaba la
petición de que, apreciándose su sanidad mental. se pusiera término a
su intmwniento.

2. El rocurso se basa en los sj¡uientes antecedentes:
a) Con fceba 19 de noviembre de 1977, la 5aIa de lo Penal de la

Audiencia Pnmncial de Ssnta Cruz de Tenerife dictó Sentencia en la
indicads causa absolviendo a la recurrente del deUto de homicidio
ftnstrado, del que habla sido lU:IIsada, por concurrir la circunstancia
eximente de enajenación mental, quedaDdn internada en el Hospital
Psiquiátrico PIovineiaI del que no podla saUr sin previa autorización de!
TribuDa1. . ,

b) En múltiples informes médico. emitidos el 14 de diciembre de
1979,2 de mayo, 1 de septiembre, 1 de octubre, 1 de noviembre, 1 y 13
de diciembre de 1980, 19 de enero de 1981, 6 y 20 de julio de 1982 y
4 de marzo de 1987, se reiteró la normalidad pslquica, carencia de
peliJrosidad Y necesidad de reincorporación de la aetora a la vida
W:niIiar con medicación ambulatoria; asimismo constaba en ellos un
amplio informe, suscrito por la Asistente Soeia1 del Psiquiátrico,
referente a su buena conducta y comJlOrtamiento.

e) Al no tomarse en CODllderación los mencionados dictámenes,
. dado su estado de salud y que habfan transeunido con exceso los años

de privación de Ubertad, la demandante no pudo soportar elinterna­
miento y, en su deseo ele hacer vida nonnal y ver a los cuyos, abandonó
e! Centro Psiquiátrico el 9 de abril de 1981 y' el 3 de enero de 1983,
reiqresaIldo, conducida por la POUCia, e! 18 de mano de 1982 Yel 4 de
febrero de 1986, respectivamente.

el) Pnsterinrmente, e! dfa 7 de febrero del mismo ado, se trasladó
a Las Pa1mas, quedando ingresada en el Hospital Psiquiátrico Provin­
cial Los informes de dicho Hospital coinciden con los de! de Santa Cruz
de Tenerife en el c:arlicter contraproduoente de la continuación del
internamiento y en la neoesidad de que la hoy demandante de amparo
se reincorpore a la comunidad.

el .Con fecha 14 de febrero de 1986, la Sala de lo Penal de la
Audiencia Pnmncial de Ssnta Cruz de Tenerlfe accediendo a lo
solicitado por e! Ministerio FISCal, dietó Auto, que no fue notificado a
la recurrente, acordando el traslado de ésta al Ssnatorio Psiquiátrico
Penitenciario de Madrid «<lada la peligrosidad de la in~sada y la
fiIcilidad de evadirse de los Centros de tratamiento psiquIátrico».

f) Ante la inminencia del citado traslado, la Letrada que habla
asumido la defeDJa de la aetora presentó escrito el 16 de mano de 1987
solicitando la nulidad de las actuaciones, por la indefensión causada a
su defendida, y que se estimara la sanidad mental de la misma, con
-práctica en su C8SQ de prueba pericial psiqui4tñClt,~ incluso con interven~

ción del Médico Forense, dado el largo pertodo de internamiento
transeuni.do y la oposición del Ministerio Fiscal 1, la concesión de
libertad por entender, sin prueba alguna, que DO se ·había producido tal
sanidad.
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c:euci6a o proIoapc:i6n del mismo ha ele ser moti,,":"¡;,en eOa han ele
onaIizone 101 infOtmes emitidosmlao practi, a fin de que
¡x-.,con_ 101 criterios . para adoptar la medida. En el
c:a:.~';.:'"ocupa, tanto el Auto 14 ele febmo ele 1986, que orden6
el ele la recurrente al Centro Psiquiátrioo de Carahanchel, como
el ele 25 ele marzo ele 1987, que desestimó Iao peticiones ele su
repnosentante lepl en el senticle ele que fuese liberada del internamiento
y no fUera l11II1adada, Y el ele 18 ele abril ele 1987, que confirmó en
IIIplica el anterior, aparecen huh'fimos por oompleto ele los razonamien­
tos jurldioos que, en seaeral, e1ebe Oevar aparejados cualquier resolución
judiciaL En ooncreto, no aducen Iao razones por las que, frente a los
oo_tes y unánimes diet4menes m6dicos que estiman remitida la
enfermedad y aconsejable la liberación de la recuJTente de su interna­
miento, prnlo_ éste, ni tampooo fundamentan la clecisión relativa al
traaIado ele la misma al Psiquiátrico ele Carahanchel. Ello supone, a su
juicio, la conculcación del clerecho a la tutela judicial efectiva en relación
dirocta con el clerecho a la libertad, e1e1 que ningún espadol ni extranjero
puede ser privado sin que se razone tal limitación, y del derecho a que
Iao _ y medidas ele seguridad cumplan el fin ele reinserción social al
que el ort. 25.2 C.E. ID somete en J'd/io oonstitucional, aun cuando de
este mandato no se deriven clerechos subjetivos fundamentales. Son
estas vulneraciones y no otru -tales oomo la a1epda indefensión y falta
ele uistencia letrada, que pueden considerarse posteriormente suhsana·
das- Iao que cIehen oonducir al otorpmiento del amparo solicitado.

Finalmente, en cuanto al alcance Yoontenido ele éste, el Fiscal estima
que e1ebe ir ..... IIIÚ allá ele una nueva cleclaración judicial razonada en
los extremos ya ~os, pues, a su entender, en razón de la
rotundidad de los mformes médicos. deberla accederse a la sustitución
de la medida ele internamiento por cualquiera ele Iao otru previstas en
el ort. 8.1 del Códi¡o Penal.

7. En escrito presentado el 31 e1ejulio de 1987, la representación de
la recurrente solicita ele este Tribunal que cleclare la nulidad de las
actuaciones que no fberon notificado a su represenada así como la
anulación, con Clricler definitivo, ele su trulado al Hospital Psiquiá­
trioo Penitenciario ele Madrid, Yque, a la vista ele los informes médicos
obrantes en autos, decrete su libertad· autorizando su salida definitiva
del Centro. Psiquiátrico Provincial ele Santa Cruz ele Tenerife.

A tales efectos, fundamenta su pretensión ele amI'!"'" en la vulnera­
ción ele los arts. 17.1, 24.1 Y 25.2 ele la ConstituCIón, aduciendo los
siguientes ar¡¡um~tos:

a) En Iao actuaciones judiciales se vulneró el clerecho a la presun·
ción de inocencia, JIOr cuanto la recurrente fue procesada sin la aetividad
prn"toria necesana y suficiente y se admitió su peli¡rosidad sobre la
_ ele opininnes penonales sin prueba al¡uDa. ,

h) El internamiento hospitalarioclecretado por la autoridad judicial
ha quedado desvirtuado, transmut4ndose su naturaleza ele medida de
ddonsa social, en atención a la peli¡rosidad demostrada e1e1 sujeto, en
medida ele casti¡o, Y se le ha prolonpdo pese a los informes ele los
facultativos que reconocieron a su representada, en los que se hace
constar su sanidad mental. su carencia ele peliposidad Y la necesidad ele
que se inoorpore a la vida fitmiliar.'

e) La ausencia ele notificación e1e1 Auto de 14 ele febrero ele 1986
que aeordó el trulado al Centro Psiquiátrico Penitenciario ele Madrid
supuso privación ele la tutela judicial efectiva, al impedir a su represen-
tada baeer uso ele los m:ursos lepIes previstos. •

d) La privación ele libertad en que se encuentra la recurrente es
__al ort.. 17.1 ele la Constitución,~ no responde a ninguno ele
loa CUOI ele internamiento previstos qauncnte, ya que todos los
infcrmes m6licoo obranles en el procedimIento se6aIan la necesidad ele
que Je- reiDcorpore a su vida fiuniIiar por no observarse en ella
sintomatolOllfa psiquiátriea aetiva que exija tratamiento, Por otra parte,
el Tribunal que aoordó su internamiento cIehe fijar el alcance ele tal
medida de un modo arbittario, sino justificado y de acuerdo oon el grado
e inlenlidad de la peli¡rosidad ele la intereaada, por lo que ha ele tener
en cuenta los informes m6dicos y lo establecido en el art. 8.1 del Código
Penal. que preyt una serie ele medidas suatitutivas eIel internamiento
para aquellos CUOI en que el arado ele peli¡rosidad eIel enfermo no
ohIip a privarle ele libertad.

e) Por último, tambim. ha resultado infrinaido el art. 25 de la
Constitución al babor ~orado Iao resoluciones judiciales la finalidad ele
noedueación y reinserC1ón que cIehen cumplir Iao penas y medidas ele
aepuidad, Y DO sólo haber hecho caso omllO de los infonnes médicos
que aconsejaban UD tratamiento ambulatorio. sino haber acordado
incluso el traaIado ele su repnosentada al Centro Pslqui.trico de Madrid,
apar1ándola de su entorno penonal y liuniliar. Infi'3l:ción que también
resu1ta del !arlo tiempo que lleva internada. que excede del que
oorresponcle ala pena prevista para el homicidio frustrado en el ort. 407
cIeI Códi¡o Penal. en relación con los arts. 3.1 Y'1 del mismo texto lepI,

8. En escrito presentado el 5 ele abril ele 1988, la representación ele
la recurrente apone que, según consta en el imonne médico -que:s::- del Jefe de la Unidad ele Agudos eIel mencionado Hospital, la

edad ele su repnosentada ha remitido y no se ohservaen eOa
ttin¡una oondueta que revele al¡ún tipo ele peli¡rosidad, por lo que
resulta conveniente su reincorporación a la vida cotidiana con el control
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psiquiátrico y social del equipo que la atienele en la actualidad, siendo
contraproducente la prolongación ele la hospitalización. Asimismo
acompaña certificados de los estudios que su representada ha realizado
durante su internamiento e informe favorable ele la Asistente Social e1e1
Centro.' ,

En consecuencia, reitera su solicitud de que este Tribunal ordene a
la Sala de lo Penal ele la Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife
que se dirija al Director del Hospital Psiquiátrico para 9ue autorice la
salida de doña Carmen Serapia Sánchez Chinea de dIcho .estableci­
miento.

9. Por providencia ele 8 ele abril ele 1988, la Sala Segunda de este
Tribunal acuerda señalar el dia 23 de mayo siguiente para la e1elibera­
ción y votación de la presente Sentencia.

IL FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El escrito inicial ele e1emanda ele amparo determina el objeto del
proceso, sin que sea posible su modificación sustancial mediante la
ulterior adición de elementos que confi4uren nuevas pretensiones. No
obstante, el II1iruite ele a1esaciones preVIsto en el arto '2 ele la LOTC
puede servir para corregir iniciales imprecisiones y dar definitivo
cumplintiento al arto 49.1 de la ntisma Ley, el cual exillC que se
detennine con precisión el amparo que se solicita para preservar O
restablecer el derecho o libertad que se considera vulnerado. AsI, en el
presente caso, la relativa inconcreción con que aparece formulado el
suplico del escrito por el que se promueve el recurso debe entenderse
subsanada por el contenido del que, evacuando el mencionado trámite,
se presentó el 31 ele julio ele 1987. En éste, la representación de la
recurrente concreta la pretensión de amparo, interesa de este Tribunal
que declare la nulidad de las actuaciones que no fueron notificadas a su
representada, así como que anule, con carácter definitivo, su traslado al
Hospital Psiquiátrico Penitenciario de Madrid y que, a la vista ele los
informes médicos bbrantcs en autos, decrete su libenad y autorice.su
salida e1efinitiva e1e1 Centro Psiquiátrico Provincial de Santa Cruz de
Tenerife en que se halla internada, aleaando como fundamento de
dichas peticiones la eventual vulneración de los derechos reconocidos en
los arts. 17, 24 Y 2' ele la Constitución.

2 Aduce la parte aetora para fundamentar la presunta violación del
derecho a la tutela judicial efectiva, que sirve de apoyo a su solicitud de
nulidad de actuaciones, que el Auto dietado por la Audiencia Provincial,
el 14 de febrero ele 1986, acordando su trulado al Centro Penitenciario
Psiquiátrico de Madrid no le fue notificado, ni tampooo le fueron
indicados los recursos procedentes: en el posterior Auto de 2S de marzo
ele 1987, P!'r el que el ntismo órpno judicial insistla en la proeecIencia
de la decisión anteriormente adoptada. Sin embargo, dichas omisiones
no se han traducido en una disminución real de las pnsibilidacles ele
alesación y defensa ele la recurrente o en la privación ele algún medio de
impugnacIón que estuviera previsto por el ordenamiento jurídico. En
efecto,la e1emandante se opuso al trulado en comparecencia penonal ele
12 ele diciembre ele 1986; y IIIÚ tarde, después ele la designación de
Letrado, en escrito ele 16 ele mlttZO ele 1987, cuando todavis era
oportuno, adujo lo que consideró pertinente frente a la indicada
decisión, acompañando los correspondientes justificantes, y, en defini~
tiva, interpuso el recurso ele IIIplica que fue desestimado por resolución
dictada el 18 ele abril ele 1987. No cabe, pues, entender en el presente
caso que la eventual infracciÓD de las normas procesales, contenidas en
losarts. 248,4 y 270 ele la LOPJ Y 182 Yconcordantes ele la L.E.Cr., haya
supuesto indefensión· material para la recurrente, y, en consecuenCUl,
siguiendo reiterada doctrina ele este Tribunal. debe rechazarse que las
omisiones denUDciadas tengan relevancia desde la perspectiva de las
garantías contenidas en el art. 24.1 de la Constitución.

3. En relación con la segunda pretensión formulada. la cuestión
esencial de fondo que el recurso plantea se centra en la incidencia que
en el derecJlo a 18 lIbertad, reconOCIdo en el BIt. 17 de la Constitución,
pudieran tener los Autos de la Audiencia Provincial, de 25 de marzo y
18 de abril ele 1987, al e1en_ implícitamente la solicitud efectuada por
la recurrente y mantener su internamiento psiquiátrico, acordado· en
Sentencia del propio 6r¡ano judicial ele 19 de noviembre de 1977, que
al apreciar en ella la circunstancia eximente de responsabilidad criminal
consistente en eniYenación mental, la absolvió, en la causa penal
3911976 del Juzaado ele Instrucción núm. 1 ele Santa Cruz de Tenerife,
del delito ele honticidio frustrado del que fue acusada.

A tales efectos ha de panirse de que, conforme a la Sentencia de este
Tribunal 16/1981, ele 18 de mayo (fundamento juridico l."), el interna­
miento judicial en un establecimiento psiquiátrico, dispuesto en Senten­
cia penal en los casos y forma determinados en el arto 8.1 del Código
Penal, no es, en principio, contrario al derecho a la libenad reconocido
en c;1 arto 17 de la Constitución. Pero, al establecer en su párrafo segundo
que de dicho internamiento no se podrá salir sin la previa autorización
del Tribunal sentenciador, dicho artículo no consagra una eventual
privación de libertad indefinida en el tiempo y a la plena disponibilidad
del órgano judicial competente. Esta privación de libertad ha de respetar
las garantías que la protección del referido derecho fundamental exige,
interpretadas de conformidad con los tratados y acuerdos internaciona­
les sobre esta materia ratificados por España (art. 10 C.E.), y, en
concreto, con el Convenio para la Protección de los Derechos Humanos,



Sábado 25 junio 1988

16016

BOE núm. 152. Suplemento

y ele laLi_ Fundamentales. Y a est. respecto es preciso ~ordar
que. IIIvo en caso ele ur¡encia, la legalidad d.1 internamiento ele un
enajen.do, prevista expresamente.n el arto S.l .) e1e1 Convenio, ba ele
ciunplir _ condiciones miDimas. 5e&Ún ba dee1anldo el Tribunal
Eurnpeo ele Del:ecItos Humanos al interprelar dicho articulo .n su
Sentencia ele 24 d. octubre ele 1979 (caso Winterwerp). Estas condicio­
nes son: a) Habene probodo ele manera convincente la enajenación
mental del interesado, es decir. haberse demostrado ante la autoridad
competente, por medio ele un dictam.n pericial m~co obj.tivo, la
existencia ele una lJC1'lU1'bación mental real; b) que <!sta revista un
aricter o amplitud que l....tim. el intemamiento; y c) dado que los
motivos que oriIinariamente justificaron esta decisión pu.d.n dejar d.
existir, es~ aVeri¡uar si tal~ón peniste y en consecuencia
debe conbDuar el internamiento en interl!s ele la~ ele los e1emás
ciudadanos, es decir, no puede pro10oprse válidamente .1 interna·
DUeDto cuando DO subsista el trastorno mental que dio origen al mismo.
Doctrina que ba sido reiterada posteriorm.nte .n Sentencias ele S d.
noviembre ele 1981 (caso X contra Reino Unido) y ele 23 d. f.brero d.
1984 (c:aso Luberti), en relación con supuestos~mo el que ahora nos
ocupa- ele condenas judiciales que eIelerminan la ~Iusiónde delincuen·
tes ~eoados en hospitales psiquilltricos.

Dichas condiciones garantizan que el internamiento no resulte
orllitrario y responda a la finalidad obj.tiva para la que fue previsto:
evitar que persista el estado de peli¡rosidad social inherente a la
~enación mental apreciado, puesto ele manifiesto. en .1 supuesto
.....- .n .1 art. 8.1, púrafo .....ndo. del Códi¡o P.nal. por la
J:OIItiaión ele UD hecho que la ley sanciona como eIelito.

Resulta, por coosi¡uiente. obligado, en aras e1e1_o fundamental
CCIIIIIII'&do en el art. 17.1 CE. -que obliga a interpretar restrictivam.nte
cualquier excepción a la lCJ!la peral de Iibertad- .1 cese del interna·
miento, media.Dtela concesión de la autorización precisa, cuando conste
la curación o la desaparición del estado d. peli¡rosidad. Este juicio .n
onlen a la probabilidad ele una conducta futura del interno socialm.nte
da6osa, uf como el convencimi.nto sobre .1 arado de remisión d. la
enJilnnecIad, correspoocle al Tribunal penal a trav<!s de controles
sucesivos .n los que ba de coml""'bar la concurrencia o no de los
pempuestos que en su ella determinaron la decisión del internamiento.

. !'ero, si bien es cierto que para la adopción ele la clecisión oportuna no
se halla el órpoo judicial automtticam.nte vinculado a los informes
emitidos en sentido favon.ble a la misma, su disentimiento ha de ser, sin
duda, motivado, con el fin ele evitar que la persistencia d. la medida
aparezca como resultado de UD mero arbitrio o voluntarismo judicial, y
debenI basane en ...,m tipo de pmeba objetivabl. ya que, conform. a
la ioenciooada doctrina del Tribunal Europeo ele Derechos Humanos.
dicho internamiento no puede prolooprse v41idamente si no persiste .1
trmMno mental que lo t....time por su aricter y amplitud.

Es ele_, a este respecto, que la nueva redacción d.1 an. 8.1 d.1
Códl¡o Penal hace posible adecuar la medidas de sesuridad adoptadas
al P.do ele remisión ele la enfermedad, al prever .n su párrafo tercero,
adicionado por la Ley OrPoica 8/1983, de 25 ele junio, qu••1Tribunal
sentenciador pueda sustituir .1 internamiento por otro tipo d. medidas.
entre ella la 4CIUIIlisí6n a tratamiento ambulatorio», a la vista de los
io1brmes d. los fiIcultativos que ufstao al ~enado y del resultado ele
las demás actuaciones que orden., adición que responele a la finalidad
de reiDserci6n social a que deben orientarse las penas privativas de
libertad Y la medidas ele sesuridad (art. 2S.2 c.E.).

4. Frente a las indicadas exi¡encias, las resoluciones judiciales
impupadas mantienen el internamiento, asumiendo el enterio del
MiniJterio Fiscal que. en los primeros informes, aparece sin fundamen~

tación aI&una y, POIteriormente. se basa en que dada la naturaleza ele la
enfermedad no puede entenderse que baya remitido definitivam.nt•• y
en la peli¡rosidad social ele la internada que se hace e1erivar exclusiva·
mente de sus respectivas fu¡as d.1 Centro PsiquiAtrico. La Sala se limita
a hacer suyo dicho criterio sin la necesaria referencia a la persistencia de
la~ón mental que justificó en su dia la adopción d. la medida

Saja Segruuk Reamo de amparo número 812/1987.
Sentencia nú......., 113/1988, de 9 de junio.

La Sala Squoda del Tribunal Constitucional. compuesta por doña
Gloria Besué Cantón. Presid.nta, don Angel Latorre Segura. don
Femaodo Garcfa·Mon y Goozález-Regueral. don Carlos de la Vesa
Benayas, don lesús Lesuioa Villa Ydon Luis Lópe:z Guerra. Magistra­
dos, ba pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
Enel_ ele amparo núm. 812/1987, interpuesto por don Ramón

Ilenw:er-Guardiola y doña Antonia d. las H.ras Poza, representados
por el ~rador ele los Tribunal.s don lose Luis Rodríguez Muñoz,
bajo la dirección del Letrado don Enrique Garcia Torralba Pérez. contra
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de internamiento, ni al carlieter Yamplitud ele la misma, ni a la situación
ele peIi¡rosidad criminal que puede derivarse d••lla; Y. por otra pane.
hace caso omiso de los reiterados y uniformes dictAmenes de los
facu1tativos que asisten a la =nte. En efecto. examinadas las
actuaciones se comprueba que. desde .1 1Sd. dici.mbre d. 1979, dichos
dictámenes m6dicos aconsejan la reinco~ración de la recurrente a la
vida familiar Y social. unida a UD trataml.nto ambulatorio. añadiendo
el informe ele 21 d. septi.mbre ele 1982 que no .xisten rasgos
indicadores d. peligrosidad social y que es de esperar una aceptabl.
adaptación. Y. a partir d.1 emitido.121 de mayo ele 1986, se seila1a que
la SIOtomatolOllia de la esquizofrenia paraooide. en su dia apreciada, ha
remitido de (arma tal que hace contraproducente y m6dicamente
iJliustificada la perman.ncia de la recurrente en .1 Centro Psiquilltrico.
reJtermldose .n .1 de 14 de marzo d. 1987 que la paciente puede
inco'l"'rarse a la vida cotidiana d. modo aradual con .1 control
psiquiátrico y social del equi¡>o.que la ufste. medida, por otra parte.
prevista, a partir de la Ley Or¡ánica 8{1983, .n .1 apartado a) del pirrafo
tercero del arto 8.1 del Códi¡o Penal. a que anteriorm.nt. hemos hecho
referencia. Y en el mismo sentido se manifiesta la Asistente Social que
la atiende en el mencionado Centro, despu~s de analizar el comporta­
miento de la recurrente en el mismo.

Así, pues, si bi.n .1 Tribunal Penal podio disentir d.l contenido y
conclusiones de dichos informes, estaba obligado a hacerlo con motiva­
ción expresa y de forma Justificada basándose en otros infonnes
pericial••• cuya prtctica, sobcitada por la propia representación d. la
recurrente, pudiera haber acordado. Al no hacerlo así y mantener el
internamiento impuesto a la recurrente sin tomar en consideración los
reiterados dictámenes m6dicos sobre la evolución positiva de su estado
mental y consiguiente fillta d. peli¡rosidad criminal, ba infiin¡ido .1 arto
8.1 del Códi¡o Penal, cuyo sentido y alcance na de interpretarse
conform. a la Constitución. y ba lesionado su derecho a la libertad, que
el art. 17.1 de la misma le reconoce y que debe ser restablecido en los
términos del articulo SS d. la LOTC. .

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORlDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA
NACION ESPAl'OLA,

Ha decidido:

Otorpr .1 amparo solicitado por doña Carm.n 8enlpia SAnchez
Chinea Y. en su virtud:

l.. Anular los Autos d.la Audiencia Provincial d. Santa Cruz d.
Tenerif. ele 14 de f.brero ele 1986. 2S de marzo de 1987 Y 18 de abril
de 1987. por los que, manteniendo el intemamie."to ~quiátrico de la
recurrente, se acuerda su traslado al Centro Penitenciano Psiquiátrico de
Madrid.

2.° Reconocer el derecho de la demandante de am~ a no ser
privada de su libertad sino en los casos y en la forma prev¡stos en la ley,
garantizado .n .1 arto 17.1 d. la Conslltución.

3.· Restablecer a dofta Carmen 8enlpia SAnchez Chin.a .n .1
indicado~ho fundamental. acordando '1ue la decisión judicial sobre
la finalización o la subsistencia de su Internamiento psiquiátrico,
dispuesto por Sentencia ele 19 d. noviembre d. 1977 en la causa penal
39{1976 delluzgado de Instrucción núm. 1 d. Santa Cruz de T.nerif.,
se adopte motivadamente teniendo en cuenta su actual estado mental.

Publiquese esta Sentencia .n .1 «Bol.tín Oficial d.1 Estado».

Dada en Madrid, a ocho de junio de mil novecientos ochenta y
ocho.-Gloria Bogué Csntón.-Ang.1 Latorre Segura.-F.roando García·
Mon y GonzálezaRegueral-Carlos de la Vega Benayas.-lesús Leguina
Villa.-Luis López Guerra.-Firmado y rubricado.

providencia delluzgado d. Primera !Dstancia núm. 2 de Madrid, de 9
ele mayo de 1987. Ha com~ido. aelemás del Ministerio Fiscal, la
Entidad oEmiliaoo d. las H.ras Call.ja, Sociedad Anónim"" (EMIHE·
CASA), representada por el Procurador d. los Tribunales don F.derico
Bravo Nieves. y ha sido Ponente el Magistrado don Carlos de la Vega
Benayas, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Por .scrito que. presentado en .Iluzgado d. Guardia .1 dia 10
dejuoio de 1987, lUvo .ntrada.n.1 R.....tro d. este Tribunal.l ella 15
del mismo mes, el Procurador de los Tribunales don José Luis
Rodriguez Muñoz, interpuso, en nombre de don Ramón Bemacer
Guardiola y doña Antonia de las Heras Poza, recurso de amparo contra
la providencia del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Madrid, de
9 de mayo de 1987, en autos sobre expediente de jurisdicción voluntaria.

2. Los hechos que fundan el presente recurso de amparo son, en
síntesis, los siguientes:


